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1) El inciso final del arto 48 (<<y a través del Ministerio de
Administración Territorial»).

2.° .Declarar que el arto 2.2, no es inconstitucional interpretado en
el sentido expuesto en el Fundamento Jurídico tercero, extendiéndose
este pronunciamiento, por conexión al arto 25.3.

1° Declarar que no tiene carácter básico el arto 45.2 b) apartados
primero y segundo y que. por tanto, su contenido no es vinculante para
las Comunidades Autónomas recurrentes.

4.° Desestimar los recursos en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del. Estado»,
Dada en Madrid a veintiuno de diciembre de mil novecientos

ochenta y nueve.-Firmado.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco
Rubio Llorente.-Antonio TruyoI Serra.-Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio Diaz
Eimil.-Miguel Rodríguez.Piñero y Bravo-Ferrer.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis López Guerra.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Ru'bricado.

Voto particular discrepante queformula el l\;(agistrado don Eugenio D{az
Eimil en los recursos de inconstitucionalidad acumulados nums. 610,

613, 617 Y 619 de 1985

Mi discrepancia con la Sentencia aprobada por la mayoría del Pleno
se produce en relación con la inconstituCionalidad parcial de los arts.
20.1 e) y 20.2, declarada en los apartados e) y d), del número primero
del fallo, y se fundamenta en las siguientes razones.

El modelo de organización municipal que diseña la Constitución
impide reconocer a las Comunidades Autónomas, en esta materia,
competencias que no sean estrictamente residuales, pues así lo impone
el respeto a la autonomía municipal consagrada en su arto 140.

Dicho modelo constitucional resulta del equilibrado juego de tres
ámbitos, normativos distintos, cuyos efectos recíprocamente limitados
determinan que, en su configuracIón, deben distinguirse tres diferentes
niveles de organización municipal, cuyo correcto orden descendente es,
a mi juicio, el siguiente:

1. Organización básica, común a todos los Municipios, que corres­
ponde establecer al Estado en ejercicio de la competencia que le atribuye
el arto 149.1.18 de la Constitución.

2. Organización complementaria, que corresponde a los propios
Municipios en ejercicio de su autonomía, en cuyo núcleo esencial se
incluye el poder de autoorganización, y

3. Organización municipal complementaria de la anterior, que
corresponde a las Comunidades Autónomas en virtud del arto 148.1.2 de

Sala Primera. Sentencia 215//989, de 21 de diciembre.
Recurso de amparo 955/1987. Contra Sentencia del Tribu·
nal Central de Trabajo, dictada en autos sobre pensión de
viudedad derivada de la aplicación de la Ley de Amnislfa.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: Apre­
ciación de oficio de la prescripción de la acción sin
audiencia de la parte.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente: don Fernando García-Món y
G~nzález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra Magistra-
dos, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

~n el recurso de ,amparo núm. 955/1987, interpuesto por don
.M;anano, don Gregoflo, don Carmelo, don Gaspar y doña Dolores
RIquelme Martínez, representados por el Procurador de los Tribunales
don Ignacio Corujo Pita, y asistidos del Letrado don Alberto MuTiel
Medrana, contra Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 20 de
febrero de,1987. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Es~do. Y ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas,
qUien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1: Don Ignacio Corujo Pita, en nombre y representación de don
Manano Ri,qu.elme Martínez y otros, interpone recurso de amparo, con
fecha 9 de 1ulIo de 1987. frente a la Sentencia del Tribunal Central de

la Constitución y de sus respectivos Estatutos, cuyas normas de
atribución de competencias en materia de ré$imen local deben siempre
entenderse, al igual que las del Estado, sometidas al limite que se deriva
de la autonomía municipal.

Los arts. 20.1 e) y 20.2 de la Ley impu~nada guardan fiel conformi­
dad con ese modelo constitucional, no SIendo a mi juicio, aceptable
afirmar que tales preceptos legales básicos desplazan indebidamente la
competencia autonómica sobre la organización municipal a un plano
distinto del que constitucionalmente le corresponde, eliminando la
posibilidad de todo espacio normativo para la legislación de desarrollo
autonómico en esta materia, puesto que la naturaleza ~upletoria y
residual de esa competencia autonómica viene necesariamente determi­
nada por la garantía de la autonomía municipal, la cual exige de manera
insoslayable que las Comunidades Autónomas no puedan cubrir más
espacio organizativo municipal complementario que aquel que el
Municipio no haya complementado.

Por lo tanto, los citados preceptos legales sitúan la competencia
autonómica en materia de organización de los Municipios en el lugar
que constitucionalmente le corresponde.

Mantener la tesis contraria de que las Comunidades Autónomas
tienen una competencia de organizacIón municipal complementaria que
se interpone entre la organización básica establecida por el legislador
estatal y la organización complementaria que a los Municipios corres­
ponde en virtud de su autonomía es tanto como reconocer una especie
de competencia básica de segundo grado que, aparte de incurrir en la
contradIcción conceptual de compatibilizar lo básico con lo complemen­
tario, altera sustancialmente el modelo constitucional de organización
municipal en la medida en que admite la posibilidad de que· el poder
complementario de autoorganización de los Municipios encuentre
límites más allá del marco básico establecido por el legislador estatal,
que es el único que tiene competencia para establecerlo.

Por consiguiente, estimo que el arto 20.1 c), en cuanto señala a la
legislación básica del Estado como el único límite a la competencia
municipal de autoorganización, y el arto 20.2, en la medida que limi!3
la competencia autonómica al espacio de organización complementana
no cubierto por los Reglamentos Orgánicos de los Municipios, conjugan
de forma intachable el orden constitucional de distribución de compe­
tencias con la garantía institucional de la autonomía de los Municipios.

Ello me conduce a entender que dichos preceptos legales son, en su
totalidad, constitucionales, cualidad que no extiendo al arto 32.2, puesto
que considero que sería muy discutible reconocer a la Provincia el
mismo nivel de autonomía que al Municipio garantizado en el arto 140
de la Constitución.

Tal es mi opinión que expongo, sin perjuicio del acatamiento y
aceptación que me merece la decisión de la mayoría.

Madrid, a veintiuno de diciembre de mil novecientos ochenta y
nueve.-Firmado.-Eugenio Díaz Eimil.-Rubricado.

Trabajo de 20 de febrero de 1987, dictada en autos sobre pensión de
viudedad, derivada de la aplicación de la Ley de Amnistía. Invoca los
arts. 14 y 24.1 de la Constitución.

2. De la demanda de amparo y de la resolución judicial impugnada
se desprenden, en síntesis, los siguientes antecedentes:

a) Don Gaspar Riquelme Aleda, padre de los hoy demandantes de
amparo, prestó servicios por cuenta de la Empresa «Unión Eléctrica de
Cartagena» desde 1922, pasando a la Empresa «Hidroeléctrica Española,
Sociedad Anónima»" posteriormente. Al término de. la Guerra CIvil fue
sancionado con reducción del jornal diario y trasladado del Centro de
trabajo de Cartagena al de La Unión, al parecer por su afección a la
causa republicana. En 1941 cesó voluntariamente en su trabajo, e
ingresó en la «Empresa Nacional Bazán de Construcciones Militares».
Falleció en 1956.

b) Al amparo de la Ley de Amnistía de 1977, la viuda de don
Gaspar Riquelme Aleda solicitó la concesión de pensión de viudedad.
Fallecida la solicitante durante la tramitación del 'proceso jurisdiccional
iniciado, los actuales demandantes de amparo -todos ellos hijos de la
fallecida- presentaron demanda ante la jurisdicción laboral el día 11 de
junio de 1984, en solicitud de aquella prestación. La Sentencia de
Magistratura de Trabajo núm. I de Murcia de 12 de septiembre de 1986
desestimó la pretensión, con base en que «el actor cesó en 1941 por
propia voluntad».

c) Contra esa decisión judicial interpusieron los demandantes
recurso de suplicación ante el TCT, que fue igualmente desestimado por
Sentencia de 20 de febrero de 1987. El TCT, sin entrar en el fondo del
asunto, estimó que, una vez declarada inconstitucional la Ley 1/1984
por Sentencia del Tribunal Constitucional 147/1986, de 25 de noviem­
bre, resultaba claro que la eventual acción de los demandantes había
prescrito, puesto que habían transcurrido los tres años que, como regla
general, establecía la Ley de Contratos de Trabajo de 1944 (aplicable en
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el momento de entrar en vigor la Ley de Amnistía de 1977) para la
prescripción de las acciones laborales.

3. Contra la Sentencia del TCT se interpone ahora recurso de
amparo, por presunta vulneración de los arts. 14 y 24.1 de la Constitu­
ción. Consideran los damandantes que han sido objeto de indefensión
y de un trato desigual en la aplicación de la Ley. La decisión judicial
impugnada les habría causado indefensión al haberse fundado en
razonamientos sobre los que no pudieron hacer alegaciones a lo largo del
proceso, como la aplicación retroactiva de la Sentencia del Tribunal
Constitucional 147/1986, y la aplicación del plazo de prescripción de
tres años previsto en la Ley de Contrato de Trabajo. Entiende, a este
respecto, que la STC 146/1986 no puede ser de aplicación a un proceso
que, como el que ha precedido a este recurso de amparo,· se inició eri una
fecha anterior, y que el plazo de prescripción de la Ley de Contrato de
Trabajo no puede aplicarse a un supuesto que, por derivarse de una Ley
no laboral (1a Ley de Amnistía), seria ajeno al mundo de las relaciones
de trabajo.

La desigualdad en la aplicación de la Ley se habría consumado por
la diferencia de trato entre los demandantes de amparo y quienes, por
una mayor agilidad de los Tribunales, hubieran visto resueltas sus
solicitudes antes de la STC 147/1986. del Tribunal Constitucional, y,
por tanto, tuvieran a su favor una Sentencia firme en ese momento;
máxime cuando en muchos de estos casos la solicitud de los beneficios
de la Ley de Amnistía se habría presentado (como ocurrió con los
demandantes) transcurrido el plazo de prescripción de tres años
dispuesto en la Ley de Contrato de Trabajo.

Solicitan los demandantes, por todo ello, el reconocimiento de que
se han lesionado sus derechos a la tutela judicial efectiva y a la igualdad
en la áplicación de la Ley, y,en consecuencia. la estimación qel amparo.

4. Por providencia de 9 de septiembre de 1987, la Sección Tercera
de la Sala Segunda de este Tribunal Constitucional acordó tener
interpuesto el recurso de amparo y por personado y parte en nombre y
representación de don Mariano, don Gregorio, don Carmelo, don
Gaspar y doña Dolores Riquelme Martínez al Procurador don Ignacio
Corujo Pita.

Asimismo, se concede un plazo común de diez días a los solicitantes
del amparo, a fin de que, dentro del plazo indicado, acrediten la fecha
de notificación de la Sentencia impugnada.

5. Por providencia de 13 de octubre de 1987, la Sección Tercera
acordó admitir a trámite la demanda de amparo, así como requerir a la
Magistratura de Trabajo núm. 1 de Murcia, y a la Sala Segunda
del TCr, para que remitan testimonio del procedimiento
núm. 1.758/1984, en el que se dictó Sentencia el 2 de septiembre de
1986, y del recurso de suplicación núm. 2.451/1986, en el que se dictó
Sentencia el 20 de febrero de 1987.

Asimismo, que por la indicada Magistratura se emplace a quienes
fueron parte en el procedimiento seguido ante la misma, a excepción de
los recurrentes en amparo, para que si lo desean, en el plazo de diez días,
se personen en el proceso constitucional.

6. Por providencia de 9 de diciembre de 1987, la Sección Tercera
acordó tener por recibidos los testimonios de actuaciones del TCf y de
la Magistratura de Trabajo núm. l de Murcia.

Asimismo, acuerda conceder un plazo común de veinte días al
Ministerio Fiscal, al Abogado del Estado y al Procurador señor Corujo
Pita para que, con vista de las actuaciones, formulen las alegaciones que
estimen pertinentes.

7. Don Ignacio Corujo Pita, Procurador de los Tribunales, y don
Mariano Riquelme Martínez y otros, en escrito presentado el 31 de
diciembre de 1987, insisten en sus alegaciones, en que la Magistratura
de Trabajo de Murcia dicta Sentencia el 12 de septiembre de 1986, y el
recurso de suplicación se interpone el 5 de noviembre de 1986, por lo
que todas las actuaciones se han producido con anterioridad a la
STC 147/1986, de 25 de noviembre, que declaró la inconstitucionalidad
del arto único de la Ley 1/1984. La propia Sentencia del Tribunal
Constitucional, a que se hace referencia, establece, que la misma. no
afecta a las situaciones creadas al amparo de la Ley 1/1984, antes de su
declaración de inconstitucionalidad, de acuerdo al arto 40.1 de la LOTe,
como en el caso de autos, y, por tanto, no se pudo invocar formalmente
en el proceso el derecho constitucional vulnerado, la indefensión
(art. 24.1 C.E.), que le ha producido la invocación de la prescripción
efectuada por el Ministerio Fiscal en su preceptivo informe para la
sustanciación del recurso de suplicación.

A partir de la fecha de formalización del citado recurso (5 de
noviembre de 1986), ninguna actividad procesal le está permitida a las
partes, ya que el precepto contenido en el arto 160 de la Ley de
Procedimiento Laboral es concluyente: «El Tribunal no admitirá ni
escritos ni alegaciones de las partes.» Añade que, teniendo en cuenta el
gran margen de tiempo existente entre la presentación de la demanda
(11 de junio de 1984) y la resolución del recurso (20 de febrero de 1987),
es fácil imaginar la existencia de otras muchas demandas, promovidas
al amparo de la Ley 1/1984, v resueltas antes de su declaración de
inconstitucionalidad, que han'quedado firmes por consentidas, por
imposibilidad en el tiempo de haber alegado el Fiscal o alguna de las

partes la prescripción de la acción ejercitada, lo que produce una
desigualdad de trato, no razonable, expresamente vedada por el arto 14
de la Constitución Española. Tampoco se ha podido debatir ~n ningún
momento (art. 24.1 de la C.E.) la razón de la aplicación ijelplazo
previsto en el arto 81 de la Ley de Contrato de TrabaJO, ong~ de una
Jurisprudencia contradictoria, o el plazo de cinco años del arto 54- de la
Ley General de la Seguridad Social, ya que la concesión de la amnistía,
tiene repercusiones en este campo.

Finalmente, suplica se dicte Sentencia otorgando el amparo.

8. El Fiscal, en escrito presentado el 5 de enero de 1988, alega, en
primer lugar que, declarada la ¡nconstitucionalidad de un precepto o de
una Ley, el efecto de tal declaración es total y completo, siendo
expulsado el precepto o la Ley del Ordenamiento Jurídico, y no hay
razón alguna que prive de su expansión a las consecuencias denvadas de
tal expulsión.

Por la la misma razón tampoco puede argumentarse vulneración del
arto 14 de la Constitución, pues la posible dilación en la resolución de
pleitos no es en sí misma generadora de trato desigual con relevancia
constitucional, al haberse decidido pleitos laborales antes de la·declara­
ción de inconstitucionalidad de la Ley 1/1984, de 9 de enero. Por otra
parte, y hasta el presente trámite, tampoco se ha acreditado que la Sala
Segunda del· TCT haya resueIto, diferentemente, un caso idéntico al de
autos.

En cuanto a la incongruencia, indica el Fiscal· que, declarados
prescriptibles los preceptos de la Ley de Amnistia 46/1977, de 15 de
octubre, la Sentencia recurrida declara prescrita la acción de los
recurrentes por entender que entraba en juego, y había transcurrido con
creces el plazo de tres años que concedía el arto 83 de la Ley de
Contratos de Trabajo. Es evidente que este tema no había sido objeto
de las pretensiones de los recurrentes, que se ceñían en suplicación a
solicitar la aplicación del arto 8 de la Ley 46/1977, ya 9ue tanto al
formular la demada como al interponer el recurso de suplicación, aún
no se habia declarado la inconstitucionalidad de la Ley 1/1984, de 9 de
enero. De entenderlo así la queja de los demandantes de amparo podría
acogerse. Pero, frente a ello, hace estas consideraciones: a) Declarada
la prescriptibilidad de los derechos tutelados en la Ley de Amnistía, de
15 de octubre de 1977, el Tribunal Central de Trabajo tenía que
plantearse prima jacie una custión de orden público procesaJ.. previa a
la decisión de pronunciarse sobre el fondo de las pretensiones de las
partes, cual era la caducidad o no de la acción; b) El pronunciamiento
sobre tal cuestión se hace inevitable; se haya o no sometido al
conocimiento del Tribunal por el Ministerio Fiscal, que había, además,
emitido preceptivo informe, o cualquiera de las partes, al tratarse de un
requisito impeditivo de orden público procesal; c) Este requisito
impeditivo no ha sido razonado de forma ni enervante ni arbitraria por
el Tribunal Central de Trabajo, y no parece que pudiese llegarse en
términos de legalidad ordinaria a conclusión distinta de la que negó el
Tribunal Central de Trabajo, aunque queda en pie el reproche de si
tramitado el recurso de suplicación, que se dedujo con fecha 12. de
octubre de 1986, la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo, antes
de decidir, y conocida la STC 147/1986, de 25 de noviembre, que
declaraba la inconstitucionalidad de la Ley 1/1944, de 9 de enero, y, por
ende, la prescriptibilidad de los derechos contenidos en la Ley de
Amnistía, de 15 de octubre de 1977, no debió dar traslado a los
recurrentes a efectos de que alegaran sobre el dictamen del Ministerio
Fiscal favorable a la prescripción de la acción.

En estricta puridad, dice el Fiscal, así debió hacerse, pero tampoco
se puede olvidar la naturaleza jurídica de la institución de orden público
procesal empleada y la ineluctable conexión entre el arto 12 de aquella
Ley y el arto 83 de la Ley de Contrato de Trabajo, de 26 de enero de
1944, que establecían el plazo de tres años~ para la caducidad de la
acción, ampliamente sobrepasada en el supuesto de autos.

Ponderando ambas circinstancias, se inclina el Fiscal a interesar la
desestimación del amparo, por entender que ha de predominar el
carácter de institución de orden público procesal no sujeta a la
disposición de las partes. y, por ende, no sometida al principio de
contradicción (STC 109/1985), de 8 de octubre), y así lo hace en el
suplico. .

9. El Abogado del Estado, en escrito presentado el 7 de enero de
1988, alega en cuanto a la violación del arto 14 de la C.E., que el
tertium comparationis aducido (<<demanda"s presentadas al mismo
tiempo en otras Magistraturas con menor número de asuntos»), debe ser
rechazado, puesto que no reúne los requisitos exigidos por reiterada
doctrina del Tribunal, en el sentido de que no sea un término arbitrario
o caprichoso, que existía realmente de forma concreta y que sea
sustancialmente idéntico al caso de que se trate, lo que no es aquí el
caso.

Tampoco hay violación alguna del arto 14 de la Constitución en los
efectos erga omnes de la Sentencia del Tribunal Constitucional, de 25 de
noviembre de 1986, efectos erga omnes que parece discutir el recurso de
amparo.

Estos efectos están expresamente reconocidos en el arto 38.1 de la
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, cuya redacción despeja, al
respecto, cualquier duda, y no suponen una retroactividad injusta.
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puesto que las situaciones producid~s con anterioridad, donde exista
Sentencia firme, son respetadas. Así lo dispone el arto 161.1 a) -de la
ConstitUGión, y el arto 40.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio·
nal. Peffl.: precisamente esto no ocurre en el presente caso, en que la
Sentencia anterior de la Magisratura de Trabajo no era firme, al estar
pendiente de recurso de suplicación, presentado ante el Tribunal Central
de Trabajo.

Por las mismas razones no ha existido violación alguna del arto 24
de la Constitución, violación que aduce el demandante, fundándose en
Que na ha podido discutir, ni en Magistratura ni ante el Tribunal Central
de Trabajo, la custión de la prescripción.

No se trata de una nueva pretensión o cuestión de hecho, introducida
~xternamente al juicía, y que na ha podido discutir en el mismo el
mteresado. Se trata de la modificación de una nonna jurídica, que se
produce antes de la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo, y que
éste está obligado a considerar, a tenor de lo establecido en el arto 164.1
C.E. ya citado, y 38.1 LOTC, dados los efectos erga amnes de las
Sentencias del Tribunal Constitucional, y dado que en el caso no existía
Sentencia firme, con valor de cosa juzgada. Todo ello es una simple
aplicaciq,q del principio Iura novil curia, que: desenvuelve sus efectos al
maIJin,;l¡le las alegaciones de lasp.artes procesales, y que no está
sometido al principio de rogación. Además, no explica el demandante en
qué medida la posible discusión jurídica de la prescripción, una vez
admitida la aplicabilidad de la misma, le habría podido beneficiar; no
se da ningún argumento sobre la improcedencia de los preceptos de
prescripción aplicado por el Tribunal Central de Trabajo,ni se razona
s<?bre el plazo de prescripción que habría d~bido aplicarse de contrario;
n,l se da explicación de ningún tipo de por qué se solicitó la amnistía
SIete años después de la entrada en vigor de ·Ia Ley que la reconoció.
Todo ello detennina la inexistencia de violación al~una del arto 2A-de
la CE, lo que, unido a la inexistencia también de VIOlación del arto 14
de la misma, debe conducir a la desestimación del presente recurso de
amparo.

10. Por providencia de 18 de diciembre de 1989 se señaló para
deliberae\ón y votación de esta Sentencia el día 21 del mismo mes. y año.

11. Fundamentos jurídicos

l. De los varios motivos o fundamentos jurídicos que el recurrente
aduce para solicitar el amparo constitucional, es el más importante ":'el
central en todo caso- el que se refiere a la indefensión (art. 24.1 C.E.),
causada por el TCT, en su Sentencia de 20 de febrero de 1987, dictada
sin haber dado a dicha parte oportunidad alguna para debatir la
propuesta o informe del Ministerio Fiscal acerca de la prescripción de
los derechos reconocidos por la Ley de Amnistía 46/1977. de 15 de
octubre. prescripción oponible porque la Ley 1/1984, de 9 de enero,
había sido declarada inconstitucional (STC 7/1986). en cuanto estable·
cía la imprescriptibilidad de las acciones derivadas de aquellos derechos.
Cumple, .por ello, estudiar y resolver previamente este motivo, ya que
los otros son, en verdad, circunstanciales. en tanto se refieren más al
fondo de la cuestión, o bien a los efectos temporales de la
STC 147/1986, en relación, 'asimismo, con otras reclamaciones y
Sentencias, a la vista del arto 14 de la c.E. la decisión que ahora se
adopte,p'ues, relativamente al principio de audiencia bilateral aludida,
habrá die·' ser, desde la perspectiva constitucional más estricta, la
determinante de la entera viabilidad del recurso.

2. La resolucjón del recurso exige, sin embargo, hacer determinadas
observaciones en cuanto a la situación y al problema jurídico que
subyacen en la pretensión de amparo, observaciones en verdad ineludi­
bles en cuanto ó,peran como presupuestos de la presente Sentencia, bien
que. exclusivamente como tales y sin. que eno suponga discernir la
custIón d~sde el plano de la jurisdIcción ordinaria, única competente en
esa matena,

a) La cuestión que se plantea, en efeeto, está estrechamente ligada
con la legislación de amnistía. nacida de la transición al actual régimen
democrático. La Ley 46/1977, de 15 de octubre, incluyó entre los actos
que podIan ser objeto de amnistía detérminadas infracciones a la
legislación laboral, y dejó sin efecto· las sanciones administrativas,
gubernativas o judiciales que hubieran significado la reducción o
supresión de derechos activos o pasivos de los trabajadores. Al mismo
tiempo, la Ley restituía a los afectados en los derechos que hubieran
~bteT!ido de no ser por la sanción que se pretendía dejar sin efecto,
mclUIdos los derechos pertenecientes al ámbito de la Seguridad Social a
de las Mutualidades Laborales y reconocía en favor de sus herederos el
derecho a percibir las prestaciones que aquéllos hubieran podido causar
(arts. 5.8 y 7, respectivamente), pero no establecía plazo alguno para el
ejercicio de las acciones correspondientes. De ahí que se originara una
c~ntroYersiaen la doctrina y en la jurisprudenciaacerca de esa cuestión,
tnunfando a la postre la posición favorable a la aplicación de los plazos
de prescripción que con carácter general se establecían en la legislación
laboral común. No obstante. la ley 1/1984. de 9 de enero. vino a
ocuparse de ese aspecto, añadiendo a esos efectos un nuevo precepto a
la Ley de .'977 (el arto II bis), según el cual. «las acciones para el
reconOCImIento de estos derechos serán imprescriptibles». sin perjuicio

de que los efectos económic~s .~e los derechos ,recon~ci?l?s' quedaran
sujetos a las reglas de prescnpclOn del ordenamIento Jundlco.

b) Sobre el alcance de esa Ley fueron interpuestas diversas ¡:uestio­
nes de inconstitucionalidad, resoeltas por la STC 147/1986, de 25 ele
noviembre. Según ésta, .la Ley 1/1984 lesionaba el principio de segu,n­
dad juridica, consagrado en el arto 9.3 de la c:.E.• porque perpetua,
ilimitadamente en el tIempo, una medida que. tema caráctere~ce~clOnal
y cuya aplicación dependía•.:a la postre, de que el afectado eJercItara o
no la acción corresponQiente, lo cual se acentuaba en ~l caso de qye ~e
volviera a ejercitar accion'es de amnistía por parte qe qUle~es obtuv~eron
ya una resolución jud;iéia! fir~e desepti40 desestlmatono. De ahl. que
dec,larara su inconstrtucIOnahdad, anadlendoexpresamente q~~, en
virtud.de lo dispuesto en.el arto 40.1 de la lOTe. esa declaracwn no
podía afectar a las situaciónes creadasal amparo de h¡ Ley 1/1984,. ya
que las declaracie:nes ~e. il1constitu~ionalidad no permlt~n «revIsar
procesos fenecidos medlal).te SentenCIa cón fuerz~,'de cosa Juzgada» en
los que se hubiera aplicado .Ia norma 'legal cuestm·ada.

c) La STC 147/1986 pone de reliev~, por tanto, el p!oblerna de su
aplicación. en el.t1empo. proble~a co!,"un, :por lO demas, .,a ~pd3:s .la;s
decisiones que resuelven en .~~tld() estImatono l~srecursos. de IOcon5tl­
tucionalidad, -Y que se: a~udlza cuando la dec1S1on apare~e tras un
notable .período de vige.nCla de la ,r..ey anulada, como sucedía, e.n. este
caso con la Ley 1/1984. Pero. de acuerdo con el arto 40.1 de la LOTC
~qu~ no hace más que matiz~r lo disp')esto ~n .el. 31rt. 16LI a), de 1!1
Constitución- aquella SentencIa descarto la atnbuClOn de una retroactl­
vidad de grado máximo (o~(autén~ica» ·ret:oactivi.dad., seg~n algunos
s~tores doctrinales) a la declaraCIón de InconstltuclOnahqad de la
disposición legal impugnada.

La exclusión de ,ese tipo de retroactividad, no obstante, no podía
impedir que la Sentencia del Tribunal Constitucional- fueraapli~able a
las situaciones aún no consolidadas en el momento de su apariCIón, y,
en concreto, a los procesos en los que no hubiera aparecido todavía una
resolución judicial firme. Así se deduce~ sensu contrario, del arto 40.1 de
la LOTC, y asilo había entendido el propio Tribunal Constitucional en
alguna otra ocasión (ATC 236/1983. de 25 de mayo). Esa ha. sido
también la posición que adopta, como punto de partida, la SentencIa del
Tribunal Central de Trabajo que aquí se impugna, que en este aspecto
se encuentra debidamente motivada.

d) La aplicación de la STC 147/1986 al proceso que dio origen a
este recurs'o de amparo, hacía resurgir, automáticamente, por desa1?an­
ción de la Ley 1/1984, los plazos de prescripción que con anteri~nd~d

a esa disposición legal se venían considerando aplicables, ante el SIlencIO
que sobre ese particular guardaba la ley 46/1977. Como decía el
Tribunal Central de Trabajo en la resolución judicial que ahor~ se
impugna, la desaparición de la ley 1/1984, del mundo norm,atlvQ,
devolvía a la vida, en este contexto. al arto 1.930 del Código CiVIl, por
el que los derechos y las acciones, de cualquier clase que sean, prescriben
por el paso del tiempo.

Aplica, pues, aquí el TCT una norma impeditiva, o mejor extmtlva,
del derecho que los recurrentes ejercitaban ante él, norma que se
fundaba en la existencia de un hecho, cual es la del transcurSO ~el
tiempo, y su efecto sobre la~ relaciones o situ~ciones jurídicas. Es decn,
la introducción ex novo -CIertamente que a Instanc13 o alegada por el
Ministerio Fiscal- de un hecho extintivo no previsto ni alegado en el
proceso, no considerado por las partes ni por el Magis,rado en la
primera instancia, sino traido por primera y única vez en el trámite final
del recurso de suplicación, aplicándose por el Tribunal Central en su
Sentencia la norma postulada por aquel hecho, es decir, la pérdid~ del
derecho por el transcurso del tiempo, en el caso los tres años preVIstos
en el arto 83 de la Ley del Contrato de Trabajo, de 26 de enero de 1944.

e) Parece, pues, de lo expuesto, que el TCT entendió que esa
renacida posibilidad de prescribir los derechos en juego, como causa ~e

extinción de las acciones correspondientes, podía ser apreciada de ofic~o
o bien (puesto que hubo i!ltervención preceptiva. de! Fisc:-al), ~m
audiencia de taparte, como SI se tratara de ese otro InstItutO jUndICO
denominado caducidad. Pero es doctrina general pacífica que la pres­
cripción, Q' mejor que el transcurso del tiempo determinado en la nor~a,

no produce, per se, esos. efectos automátic,os, ya que, desde la perspectlva
de su fundamento subjetivo. esa incidencia efectiva depende de la
voluntad del sujeto favorecido por el fluir del tiempo. es decir, del hecho
de oponer ese efecto a la pretensión de quien ejercita el dere~ho
discutido. Es el. favorecido por la prescripción quien decide sobre SI la
opone o no a la demanda, o bien si renuncia (expresa o tácitamente,
según el arto 1.935 del Código Civil) a sus efectos. No ocurre así con la
caducidad, apreciable de oficio. y no susceptible de interrupción.

Esto tiene, como es lógico, su correlato procesal, y, por excensión, su
incidencia en el campo de la tutela judicial. Se trata de una auténtica
excepción sólo oponible por la parte. en cuanto introduce un hecho
nuevo (principio de aportación: Judex judicare debet secundum flllegata
partium) que debe ser conocido por la contraria para que se cumpla el
principio de contradicción. No hacerlo así, o ser traído y apreciado el
hecho básico por el Juez, constituye una infracción de las normas que
rigen el adecuado y correcto proceso.
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3. Esta infracción procesal es la causa, según los recurrentes, de la
vulneración de su derecho a.la tutela judicial. efectiva, dada la indefen­
sión sufrida al carecer de la oportunidad de contradecir el hecho-de la
prescripción, cuyo efecto aplicó el TCT en la Sentencia impugnada, sin
notíficación previa de lo propuesto por el Ministerio Fiscal.

Conviene recordar· a este respecto, en principio, que no toda
infral"Ción a las- regias procesales puede calificarse como una lesión del
derecho a la no indefensión, por dos razones fllndamentales. 'Primero,
porque no todo el ordenamiento procesal puede considerarse compren­
dido en ~J á~bito protf'ct.(\r d~J 3rt 24.1 de la C.E. y segundo, porque
el concepto constitucional de indefensión tiene un contenido emmente­
mente material, 10 cual impide apreciar lesión de aquel precepto cuando,
por las circunstancias del caso, pueda deducirse que el afectado tuvo la
oportunidad de defender sus derechos e intereses legítimos a pesar de la
infracción de la normativa procesal.

Ello podría significar Que la apreciación de oficio de la prescripción,
sÍn perjuicio de constituir una infracción procesal, como antes se ha
dicho, no causaría indefensión (en el sentido constitucional de este
término) cuando el afectado hubiera podido alegar y discutir sobre esa
causa de extinción de las acciones y, en consecuencia, hubiera podido
proveer a la defensa de sus derechos. Pero es suficiente un simple
examen de la documentación aportada, junto con la demanda de
amparo, para constatar que la queja de los demandantes tiene funda·
mento. El Tribunal Central de Trabajo dicta su sentencia en razón
únicamente de la aparición (una vez que el recurso de suplicación frente
a la resolución judicial de instancia se había formalizado) de la STC
147/1986, sin dar ocasión a la otra parte de hacer alegaciones al respecto.
No resulta del conjunto del expediente que la parte entonces demandada
(la Entidad Gestora de la Seguridad Social y la Empresa correspon­
diente) pusiera de manifiesto ese motivo de oprn;ición a la demanda, ni
que las partes "tuvieran oportunidad de debatirlo en el proceso, como así
ocurrió en el caso -semejante- resuelto por ATC 462/1988.

La ausencia de debate sobre la posible incidencia de ese factor
temporal, que en definitiva constituyó la única causa de desestimación
de la demanda, incidió, por consiguiente, en el derecho a la no
indefensión del recurrente, que se vio sorprendido por el contenido de
aquella resolución judicial. Máxime cuando, como se pone de mani·
fiesto en la demanda de amparo, podía ser discutible la aplicación del
plazo de prescripción previsto en la Ley de Contrato de Trabajo (puesto

que se trataba de una demanda dirigida no sólo frente a la Empresa del
causante, sino también frente al Estado en la demanda de pensión de
viudedad), y podía haber dudas sobre si el plazo de pr~ripción
correspondiente habia quedado o no interrumpido por algún lijOtode la
parte afectada.

El recurso debe ser estimado, pues, por este motivo, lo que; a su vez,
hace ¡nncesarlo todo pronunciamiento sobre el resto de los motivos de
la deman~ ya que el restablecimiento del derecho de los recurrentes,
al que se refiere el arto 55.1 e) de la LOTC, deberá consistir en la emisión
de una nueva sentencia para el TCT, tras oír a las partes respecto de la
excepción motivo del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, ~OR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Mariano, don
Gregorio, don Carmelo, don Gaspar y doña Dolores Riquelme Martí­
nez, y, en su virtud:

1. Declarar la nulidad de la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo de 20 de febrero de 1987 (recurso 2.451/86).

2. Reconocer el derecho de tos recurrentes a la tutela judicial
efectiva, sin indefensión.

3. -Restablecerles en el mismo, para lo cual se procederá por el
Tribunal Central de Trabajo a dictar nueva sentencia,_ tras oír y dar
audiencia a las partes sobre la prescripción del derecho ejercitado y en
el ámbito de su potestad jurisdiccional.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiuno de diciembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando G~rcía-M0!ly
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesus Legum~
ViI1a.-Luis López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubn­
cados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno.Sendra, Magistra·
dos, ha pronunciado,

SENTENCIA

En el recurso de amparo 1.023/1987, proQlovido por doña Encama­
ción Márquez Merino, representada por e] Procurador de los Tribunales
don Rafael Sánchez Izquierdo y asistida P."r el Letrado don Fernando
Maria Rey Robert, contra el Auto del TrIbunal Central de Trabajo, de
27 demayo de 1987, que tuvo por no anunciado el recurso de suplicación
interpuesto por la recurrente contra el Auto de la Magistratura de
Trabajo núm. 16 de Madrid, de 6 de noviembre de 1986, que desestimó
el recurso de reposición formulado contra el anterior Auto de la misma
Magistratura de 10 de septiembre de 1986, por el que se archivó la
demanda presentada sobre despido. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sandra, quien
expresa el parecer de la Sala..

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 22 de julio de 1987,
don Rafael Sánchez Izquierdo, en nombre y representación de doña
Encarnación Márquez Merino, interpuso recurso de amparo contra el
Auto del Tribunal Central de Trabajo (TCT), de 27 de mayo de 1987,
que tuvo por no anunciado el recurso-de suplicación interpuesto por la
recurrente contra el Auto de la Magistratura de Trabajo núm. 16 de
Madrid, de 6 de noviembre. de 1986, que desestimó el recurso de
reposición formulado contra el anterior Auto de la misma Magistratura

de 10 de septiembre de 1986, por el que se archivó la demanda
presentada sobre despido. Invoca los arts. 14 y 24.1 de la Constitu w

ción (CE).

2. Los hechos que sirven de base a la presente demanda de amparo
son, en síntesis, los siguientes:

a) La recurrente en amparo fue despedida en forma verbal el 19 de
junio de 1986, interponiendo demanda en la que solicitaba la declara­
ción de la nulidad del despido o, subsidiariamente, la improcedencia del
mismo. En la demanda se haCÍa constar el salario mensual de la actora,
pero no su categoría profesional.

b) Por providencia de 22 de julio de 1986, la Magistratura de
Trabajo núm. 16 de Madrid, señalando Que en la demanda no se
indicaba la categoría profesional que ostentaba la actora, requirió de la
misma la subsanación del defecto, advirtiendo que en caso de no hacerlo
en el plazo de cuatro días hábiles se procedería; sin más trár:nite, al
archivo de las actuaciones (art. 72 de la Ley de Procedimiento laboral,
LPL). La notificación de la anterior providencia se realizó mediante el
envío de la correspondiente cédula por correo certificado con acuse de
recibo, siendo firmado éste por Angel Martín, vecino de la destinataria,
quien así lo hacía constar.

e) Por Auto de lO de septiembre de 1986, la Magistratura de
Trabajo citada ordenó el archivo de las actuaciones, por haber trans­
currido en exceso el plazo concedido en su anterior providencia sin
haberse dado cumplimiento a la misma, siendo firmado el acuse de
recibo de la notificación de dicho Auto por el mismo vecino que acusó
recibo de la providencia.

d) El 22 de octubre de 1988. la actora interpuso recurso de
reposición contra el anterior Auto, aduciendo que no se le había
advertido del defecto en que incurría la demanda, en tanto que la
providencia se le había entregado a un vecino y, al no encontrarse la
parte aetora durante esos días en su domiéilio, dificilmente iba a poder
subsanar el defecto.

e) Por Auto de 6 de noviembre de 1986, la Magistratura de Trabajo
desc;stimó el recurso de reposición, entendiendo, en primer lugar, y en
relación con la notificación de la providencia mencionada, que se habían
cumplido escrupulosamente los arts. 27, 32 Y 98 a) LPL; en segundo
término, que la providencia, que había devenido firme, en ningún
momento había sido cumplimentada, haciendo inevitable el archivo de
las actuaciones, sin que, por otro lado, se hubiese justificado en

. momento alguno la supuesta ausencia que se alegaba; y, por último, que
del comportamiento de la actora se desprendía una total ausencia de la
mínima diligencia e incluso una dejación o abandono de sus propios

Sala Primera. Sentencia 216/1989, de 21 de diciembre.
Recurso de amparo 1.023/1987. Contra Auto del Tribunal
Central de Trabajo que tuvo por no anunciado recurso de
suplicación interpuesto contra Auto de Magistratura deses­
timando recurso de reposición dictado en Autos sobre
despido. Vulneración del derecho a la tutela judicial efec­
til'O: Subsanabilidad de los defectos formales de la
demanda; requisitos de los actos procesales de comunica·
ción.
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